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prendidos  en los beneficios de la amnistía. Es
decir, que propiciamos un compromiso a través
de una futura ley que reglamentaría el Sktema
indemnizatorio.
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Por otra parte, pensamos que el articulo 70
de la sanciún del Honorable Senado va más allá
de la posibilidad constitucional porque otorga la
definitiva interpretación de la ley a la propia
ley. Además, se decide que el señor ministro
de Justicia prácticamente aplique la amnistía.

Creemos que se mejoraría el texto que esta-
mos considerando, sin que se pierda el pronto
trámite fijado, otorgando esa atribución al Po-
der Ejecutivo, el que dispondría la libertad de
esos detenidos. Pero aquí agregamos que esta
medida es sin perjuicio de la actuación de los
tribunales indicados en el artículo siguiente, los
que serán, en definitiva, quienes resolverán so-
bre la procedencia de la referida amnistía.

Entrando ahora a la consideración del segundo
proyecto de ley referido a la derogación de la
legislación represiva, debo decir, reiterando lo
que acá ya se ha manifestado, que el régimen
instaurado en 1966 necesitó de1 estabIecimiento
de un aparato represivo para intentar silenciar
las expresiones de protesta que creaba su polí-
tica estructurada a espaldas del pueblo.

En esa Corma fueron dictadas las mal llama-
das Ieyes, que paulatinamente sometieron a la
Nación y a sus habitantes a regímenes jurídicos
de excepción a través de normas penales que
estaban orientadas a reprimir y no a conformar
u orientar.

lormas penales sancionadas por el gobierno de
acto, entendiendo que por su origen y a veces
ambién por su materia son violatorias de prin-
:ipios constitucionales; es decir que se asienta
m la buena doctrina que sostiene que única-
nente el Congreso de la Nación es órgano con
:apacidad  para dictar leyes en sentido formal,
Lomo lo establece el ya mencionado artículo 18
Ic la Constitución Nacional.

Con relación al inciso 19 del artículo 40 del
lroyecto,  entendemos que debe ser incluido en
;u enumeración el agregado dispuesto por la
lamada ley 17.567 en el articulo 199 del Có-
ligo Penal, ya que de no ser así sancionaríamos
?l agravio de menor entidad a que se refiere el
artículo 198, pero dejaríamos en la impunidad,
?n lo que a aeronaves se refiere, los actos de
Jiolencia  u hostilidad seguidos de la muerte de
alguna persona,‘que son delitos de una trascen-
lencia social mucho mayor.

Mucho se ha dicho acerca de la frondosa le-
gislación penal dictada en los últimos siete años
desde el gobierno y de las consecuencias que
produjo en la población, ya que lejos de some-
ter las expresiones de protesta sirvió para que
en la represión el ciudadano afirmara con más
fuerza aún su voluntad de defenderse del régi-
men que lo gobernaba.
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Por último, en cuanto a la comisión refor-
nadora  de las leyes penales, cuya constitución
re encomienda al Poder Ejecutivo, creerhos que
:stá bien que deba encararse la tarea de revi-
sar todo el sistema punitivo a fin de actualizar-
:o frente a la realidad que hoy ofrece nuestra
sociedad; pero consideramos que esta comisión
jebe ser designada Dar ambas Cámaras dei Con-
greso tomando en consideración los anteceden-
tes existentes en la materia y llamando a su
seno a representantes de las entidades vincula-
das con el ordenamiento jurídico e institucional
del país.

Al mismo tiempo, el régimen incursionó en
reformas al Código Penal sin tomar en cuenta
lo establecido en el artículo 18 de la Constitu-
ción Nacional. Frente a esta situación la Unión
Civica Radical postuló en su plataforma elec-
toral la necesidad de derogar toda legislación
represiva.

Con la sanción que hoy daremos a la micia-
tiva originada en el Poder Ejecutivo estamos
concretando una exigencia de la voluntad popu-
lar, que quiere que el proceso de normalización
concluya no solamente con la amnistía, que re-
suelve situaciones del pasado, sino que también
advierte que es importante la visión de futuro
y que, en consecuen.cia,  debemos eliminar todos
los vestigios de una estructura totalitaria que
hemos heredado.

Y eso por la tranquilidad espiritual que le
daba la circunstancia de que durante su go-
bierno, en el año 1964, y por mensaje del Poder
Ejecutivo, sus hombres ya habían planteado la
eliminación de la legislación represiva de tipo
político existen& en ese entonces; legislación
cuya sanción no había propiciado, como nunca
lo hizo en su dilatada trayectoria cn la vida
política argentina.

En lo que se refiere al último ,proyecto re-.
mitido por el Poder Ejecutivo, vinculado al res-
tablecimiento de las garantías procesales y de
ejecución penal, sostenemos tam.bién  que es ab-
solutamente incompatible con el nuevo Estado
de derecho la existencia de tribunales especiales
reñidos con la más pura tradición constitucional
del país.

La llamada ley 19.053, de creación de la Cá-
mara Federal  en lo Penal de la Nación, está en
pugna con lo dispuesto por los artículos 18 y
102 de la Constitución Nacional, por lo que está
bien que desaparezca cuanto antes.

Con este concepto y por ser vocacionalmente
hombres preparados para vivir y defender la
libertad, me resulta sencillo adelantar mi con-
formidad con el mensaje de1 Poder Ejecutivo
en cuanto dispone declarar sin eficacia todas las

Las restantes normas enumeradas en el pro-
yecto remitido por el Poder Ejecutivo se vincu-
lan con aspectos procesales tendientes a forta-
lecer y dar vigencia a la Cámara Federal cuya
disolución se propicia.































salonso.dip

salonso.dip




